SEMINARIO DE DERECHO LOCAL

INFORME EN MATERIA DE ORGANIZACIÓN LOCAL

Autor: Beatriz Setuáin Mendía

Profesora Titular de Derecho Administrativo. Universidad de Zaragoza

Fecha: 17-12-2009

SUMARIO:

I. NOVEDADES NORMATIVAS.

1. Estado.

- Real Decreto 1040/2009, de 29 de junio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Política Territorial, y se modifica el Real Decreto 438/2008, de 14 de abril, que aprueba la estructura orgánica básica de los Departamentos ministeriales (BOE nº 157, de 30 de junio).
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.

2. TRIBUNAL SUPREMO (TS).

- STS de 16 de junio de 2009.

- STS de 7 de octubre de 2009.

- STS de 21 de octubre de 2009.

- STS de 22 de julio de 2009.

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ). 

B) Cataluña.

- STSJ de 14 de julio de 2009.

C) Galicia.

- STSJ de 1 de julio de 2009. 

- STSJ de 24 de septiembre de 2009. 
L) Canarias.

- STSJ de 26 de junio de 2009. 

N) Extremadura.

- STSJ de 29 de junio de 2009. 

- STSJ de 24 de septiembre de 2009.

P) Madrid.

- STSJ de 21 de julio de 2009.

Q) Castilla y León.-

- STSJ de 21 de octubre de 2009.

4. Juzgados.

J) Aragón.

- Sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 1 de Zaragoza de 22 de julio de 2009. 

M) Navarra.

- Sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 3 de Pamplona de 20 de mayo de 2009. 

IV) BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.

ORGANIZACIÓN LOCAL

Beatriz Setuáin Mendía
Profesora Titular de Derecho Administrativo

Universidad de Zaragoza 

I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

1. estado.-

Sólo una norma estatal publicada en el período de tiempo tenido en consideración para elaborar este informe (17 junio a 9 diciembre 2009) presenta cierta relación con la organización local. Se trata del Real Decreto 1040/2009, de 29 de junio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Política Territorial, y se modifica el Real Decreto 438/2008, de 14 de abril, que aprueba la estructura orgánica básica de los Departamentos ministeriales (BOE nº 157, de 30 de junio). En realidad, el art. 5 de este reglamento –en el que se singularizan las funciones que corresponden a la Dirección General de Cooperación Local, dependiente de la Secretaría de Estado de Cooperación Territorial– reproduce el tenor literal del art. 9 del Real Decreto 1131/2008, de 4 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Administraciones Públicas, del que se dio cuenta en un anterior informe presentado en este Seminario. No se trata, pues, de un precepto novedoso en términos sustantivos, sino de una mera consecuencia organizativa de la reestructuración de Ministerios y Secretarías de Estado llevada a cabo por el Real Decreto 542/2009, de 7 de abril. Siguen correspondiendo así a esta Dirección General de Cooperación Local la elaboración de estudios e informes de carácter organizativo sobre las entidades locales (apartado c); la elaboración, propuesta e informe de las disposiciones del Estado que afecten a las entidades locales –entre ellas las de índole organizativa– (f); el seguimiento e informe de proyectos y proposiciones de Ley de las Comunidades Autónomas que afecten a las entidades locales, así como el informe sobre la impugnación de los acuerdos de estas últimas (g); y la preparación de los asuntos y la ejecución de los acuerdos de la Conferencia Sectorial para Asuntos Locales, de la Comisión Nacional de Administración Local, de la Comisión Interadministrativa de Capitalidad y de la Comisión de Colaboración Estado-Comunidad Autónoma de Cataluña-Ayuntamiento de Barcelona (j).

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

2. Tribunal Supremo (TS).-

Hay que señalar en primer lugar la STS de 16 de junio de 2009, que resuelve la impugnación por un candidato a Concejal de la Instrucción 9/2007 de la Junta Electoral Central en la que se interpreta el art. 205 de la LOREG en relación al inicio de las operaciones tendentes a constituir las Diputaciones Provinciales. En dicha Instrucción se matiza el tenor del precepto (que exige que estén constituidos todos los Ayuntamientos de la respectiva Provincia para que comiencen las operaciones de distribución de Diputados entre las diferentes formaciones políticas) en aquellos casos en que haya interpuestos recursos contencioso-electorales o cuando deban celebrarse nuevas elecciones por no haberse presentado ninguna lista de candidatos o por haber sido anulada total o parcialmente la elección en alguno de los Municipios afectados. La Junta Electoral Central entiende así que el proceso de constitución de las Diputaciones Provinciales debe aplazarse efectivamente hasta que se hayan resuelto los recursos contra la proclamación de Concejales electos en los Municipios de la Provincia. Pero no cuando deban convocarse nuevas elecciones, admitiendo sin embargo que, si como consecuencia de la celebración de las mismas, se alterase la atribución de puestos en la Diputación Provincial, las Juntas Electorales de Zona deberán realizar las operaciones necesarias para hacer una nueva asignación. Sería, considera la Junta Central, la única forma de conciliar el derecho de cualquier Concejal a formar parte de la Diputación Provincial con la exigencia institucional de no retrasar en exceso la constitución de las Diputaciones y mantener las existentes en funciones. Con esta interpretación no está conforme el recurrente, que argumenta con la literalidad del precepto y con la invocación del derecho fundamental que asiste a todo Concejal a ser elector y elegible en el proceso de elección de los Diputados Provinciales. Sin embargo, este derecho, a juicio del TS, no se ve afectado por la Instrucción recurrida, recordando que la misma es sólo la indicación del criterio a seguir en actuaciones futuras, siendo precisamente estas últimas las que deberán ser impugnadas por quienes las consideren lesivas a sus derechos. 

Por su parte, la STS de 7 de octubre de 2009 da respuesta a una pretensión curiosa, pues la recurrente –una Diputación Provincial– persigue que, mediante su recurso de casación en interés de la Ley, se fije como doctrina legal una revisión de la doctrina del TC sobre la legitimación de los Diputados Provinciales para impugnar los actos del Presidente de la Corporación que consideren contrarios al ordenamiento jurídico. Efectivamente, dicha doctrina reconoce la legitimación referida, que vendría derivada del mandato representativo que ostentan y del consiguiente interés concreto en el correcto funcionamiento de la Corporación, como único medio de conseguir la satisfacción de las necesidades y aspiraciones de la comunidad. Legitimación que, además, no sólo se admite cuando el Diputado hubiese concurrido en sentido disidente a la formación de voluntad del órgano colegiado, sino también cuando no hubiera formado parte del órgano por causas ajenas a su voluntad o hubiese sido deliberadamente apartado por los representantes mayoritarios. A juicio de la Diputación recurrente, la doctrina se aparta de la literalidad del art. 63.1.b LBRL, siendo además gravemente dañosa para el interés general al abrir posibilidades de impugnación indiscriminadas a todos los miembros de todas las entidades locales del país. En buena lógica, el TS rechaza la pretensión, recordando que el art. 5.1 LOPJ establece la vinculación de los Jueces y Tribunales a la Constitución y a la interpretación del ordenamiento jurídico llevada a cabo por el Tribunal Constitucional. 

También se reseña la STS de 21 de octubre de 2009, que ratifica en casación la STSJ de Navarra de 6 de noviembre de 2007 que declaraba nulos, por contrarios al ordenamiento jurídico, el Acuerdo del Gobierno de Navarra de 31 de julio de 2000 y el Decreto Foral 166/2000, de 25 de abril, por los que se acordaba la extinción del Concejo de Saldise (entidad local menor), enclavada en el Municipio del Valle de Ollo. Se trata de un supuesto evidente de fraude de ley, al derivar la solicitud de extinción de quince personas que habían solicitado el alta como vecinos en el padrón municipal tres meses antes por medio de un escrito de la Secretaría, y que fueron inscritos en el mismo domicilio: precisamente el de la Secretaria y su marido, Presidente electo del Concejo en las elecciones que tuvieron lugar un mes después y que refrendó la solicitud de extinción. El TSJ, a la vista de los hechos, interpretó que el objeto del empadronamiento no era la voluntad de residir en el mismo –de hecho, esta residencia nunca quedó acreditada– sino la obtención de la vecindad y el consiguiente derecho a participar en los asuntos públicos, particularmente la solicitud de la extinción de la entidad, que no era posible con la voluntad de los vecinos preexistentes. El TS ratifica esta interpretación, y confirma la nulidad del acto y la norma recurridos. 

Finalmente se menciona la STS de 22 julio de 2009, que aclara que la condición de Alcalde en una Corporación local no otorga per se la representatividad de la misma, siendo buen ejemplo los casos en que su presencia en un órgano administrativo no esté vinculada directamente a dicha condición. En el supuesto enjuiciado, se parte del reconocimiento hecho por art. 40 LPMM, que establece una representación del 14% del total de los miembros del Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria en favor de los Municipios en cuyo término esté localizada la zona de servicio del puerto. No obstante, el Alcalde de uno de ellos fue designado por la Comunidad Autónoma para formar parte de dicho órgano, y posteriormente ésta decidió su remoción, no estando legitimado el Municipio para impugnar la decisión con el argumento de aquella representatividad aludida. La actuación de dicho Alcalde debía responder en este caso a la representación conferida por el Gobierno autonómico, siendo el cargo municipal que detenta puramente accidental desde la perspectiva de la representatividad en el citado Consejo. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

B) Cataluña.-

La STSJ de Cataluña de 14 de julio de 2009 recuerda que, de acuerdo con lo establecido en el art. 194 LOREG, el mandato de los miembros de los Ayuntamientos es de cuatro años contados a partir de la fecha de su elección, si bien una vez finalizado su mandato continuarán en sus funciones, solamente para la administración ordinaria, hasta la toma de posesión de sus sucesores, sin que en ningún caso puedan adoptar acuerdos para los que legalmente se requiera una mayoría cualificada. 

C) Galicia.-

Con la finalidad de facilitar el desempeño de sus facultades representativas, el art. 74.3 LBRL garantiza, mientras dure su mandato, la permanencia de los miembros de las Corporaciones locales sin dedicación exclusiva en el centro de trabajo público o privado en el que prestasen sus servicios en el momento de la elección, sin que puedan ser trasladados u obligados a concursar a otras plazas vacantes en distintos lugares. Las STSJ de Galicia de 1 de julio de 2009 (dos) consideran que se trata de un privilegio limitado a los funcionarios de carrera o al personal estatutario fijo, no pudiendo beneficiarse del mismo el personal estatutario temporal con nombramiento interino. Aplicando la diferencia establecida en los arts. 8 y 9 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, por la que se aprueba el Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud (los recurrentes en estos caso eran médicos que, a la vez, detentaban el cargo de Alcalde o Concejal de los Municipios en cuyos centros de salud desempeñaban sus trabajos de facultativos, y que pretendían que las plazas que venían ocupando de forma interina no saliesen a concurso de traslados), el Tribunal considera que es el carácter no permanente de los puestos de trabajo el que determina la inaplicación de aquel precepto, so pena de que unos nombramientos temporales y precarios –por mucho que se hayan extendido en el tiempo; dato que sólo significarían que durante este período han subsistido las razones de urgencia que determinaron su cobertura por personal interino– terminen por perpetuarse mediante el blindaje que les proporcionaría la condición de cargos electos. Como señala expresamente una de las Sentencias,

“la diferencia de trato jurídico (…) encuentra su máximo apoyo legal en su distinta naturaleza jurídica, lo que ha de influir inexorablemente en su parcial y distinto régimen jurídico, lo que lleva a concluir, dadas aquellas notas de precariedad y temporalidad, que no queden incluidos en el ámbito subjetivo de aplicación del artículo 74.3 LBRL cuando fueren cargos electos, sin que ello conlleve la infracción del principio de igualdad ni del derecho fundamental de acceso a los cargos y empleos públicos en condiciones de igualdad del artículo 23.2 CE, sin que sea exacta la afirmación de la actora que postula la condición de corolario del artículo 74.3 respecto del referido derecho fundamental, pues lo impide la condición de personal temporal con nombramiento de interino, ya que la nota de precariedad en el empleo del interino impide considerar una perturbación legítima que el puesto de trabajo que ocupa salga a concurso, pues está vacante y nunca lo ejerció con nombramiento definitivo, que es lo que activa la garantía de permanencia del precepto invocado”.

Cualquier otra interpretación, concluye, cercenaría la potestad de autoorganización de la Administración sanitaria. 

Se añade también una mención a la Sentencia de 24 de septiembre de 2009, en la que vuelve a recordarse la conocida y antecitada doctrina del TC y del TS conforme a la cual la legitimación para recurrir los actos de las Corporaciones locales se extiende, además de a los miembros de las mismas que hubiesen votado en contra (art. 63.1.b LBRL), a los que no hubieran formado parte del órgano por causas ajenas a su voluntad o hubiesen sido deliberadamente apartados por los representantes mayoritarios. Añade asimismo la Sala que, rota esta barrera, no halla límites normativos para considerar también legitimados a quienes adquieran dicha condición con posterioridad a la adopción de la decisión, sin que ello contradiga a su juicio la terminología del TC que, al hablar en tiempo presente, bien puede referirse al tiempo de recurrir y no al de la adopción del acuerdo. 

L) Canarias.-

La STSJ de Canarias de 26 de junio de 2009 recuerda pronunciamientos previos del TS en relación con las declaraciones de persona “non grata” hechas en ocasiones por los Ayuntamientos, en los que este Tribunal estima que las mismas no siempre constituyen un ataque al honor, al tratarse de apreciaciones subjetivas de los miembros de la Corporación que no implican necesariamente la atribución de cualidades deshonrosas desmerecedoras del aprecio o estima públicos. Sin embargo, también es cierto que el honor tiene una dimensión o significado personalista, y que suele resultar difícil precisar cuales son sus efectos. Desde luego, no cabe considerar que dichas declaraciones resulten indiferentes al Derecho administrativo, adoptando como adoptan la forma de acto administrativo aprobado por el Pleno y susceptibles como son –así en el caso que se enjuicia– de producir eventuales efectos derivados de su significado estigmatizante con incidencia en la esfera jurídica (incluso en la estrictamente patrimonial) del destinatario, que puede ver deterioradas sus expectativas profesionales o mercantiles en el propio vecindario. En consecuencia, no puede entenderse el Acuerdo cuestionado como una mera manifestación de la libertad de expresión o como una muestra de la discrecionalidad municipal, como pretendía la Corporación que adoptó el mismo. Como acto administrativo que es, para ser legítimo debe inscribirse en el ámbito de las potestades o competencias municipales, y no parece que esto suceda. Se declara así su ilegalidad. 

N) Extremadura.-

No cabe ninguna duda sobre la subordinación de los Reglamentos Orgánicos municipales a las normas básicas estatales. Y es precisamente la ausencia de colisión con las mismas la que lleva a la STSJ de Extremadura de 29 de junio de 2009 a concluir la validez del Acuerdo de Pleno por el que se aprobó la modificación del Reglamento Orgánico de un Municipio. Las reglas de acceso a las sesiones plenarias fijadas en el mismo no vulnera su carácter público reconocido en el art. 70.1 LBRL, ya que el derecho de los vecinos a asistir a ellas no puede configurarse como un derecho absoluto, viniendo condicionado por las limitaciones espaciales. Tampoco la preferencia en estos casos por los representantes de las asociaciones inscritas en el Registro Municipal de Asociaciones Vecinales es considerada arbitraria, considerando que el art. 72 LBRL canaliza la participación de los vecinos a través de las mismas y les confiere diversas prerrogativas, entre las cuales no puede entenderse excesiva el acceso preferente a las sesiones. Finalmente, la decisión del Alcalde sobre la retirada de símbolos que pudieran considerarse ofensivos para los componentes de la Corporación se incardina a juicio del Tribunal en su competencia para convocar y presidir las sesiones del Pleno (art. 21.1.c LBRL), lo que lleva anudada consustancialmente la dirección de los debates y la adopción de cuantas medidas se consideren necesarias para garantizar el correcto desarrollo de la sesión. 

Se menciona también otra Sentencia de 24 de septiembre de 2009, que incide en el derecho de los miembros de las Corporaciones locales a obtener cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de sus funciones (art. 77 LBRL) como manifestación concreta del derecho fundamental de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos (art. 23 CE). 

P) Madrid.-

La STSJ de Madrid de 21 de julio de 2009 recuerda que el art. 73.3 LBRL impone la consideración de “miembros no adscritos” a los miembros de las Corporaciones locales que no se integren en el grupo político que constituya la formación electoral por la que fueron elegidos o que abandonen su grupo de procedencia, lo que impide su integración en otro y determina la pérdida de los derechos económicos vinculados a los grupos municipales. Esto no significa, sin embargo, que no mantengan los que individualmente les correspondan como miembros de la Corporación, como sucede en el supuesto enjuiciado, en que la Concejal no adscrita ostenta el cargo de Primera Teniente de Alcalde como consecuencia de la decisión adoptada por el órgano competente de la Corporación. Como tal, percibe las retribuciones aprobadas por la Corporación para dicho cargo. 

Q) Castilla y León.-

Finalmente, la STSJ de Castilla y León de 21 de octubre de 2009 rechaza la legitimación de un partido político para recurrir una Ordenanza local que fue aprobada por unanimidad del Pleno, incluidos por tanto los Concejales del grupo político constituido por los electos de esta formación electoral. Si bien se recuerda la doctrina del TS que reconoce el carácter de instrumentos de participación política de los ciudadanos en el Estado democrático que tienen los partidos políticos (STS 6 abril 2004), éste no es suficiente para conferirles legitimación para impugnar cualquier acto administrativo que pueda tener efectos políticos o conectar con los fines que pueden perseguir según su ideología o programa de actuación. Esto equivaldría a reconocerles una acción popular, erigiéndoles a modo de “guardianes de la legalidad”. Por el contrario, es necesario apreciar una conexión específica entre el acto administrativo recurrible y la actuación o funcionamiento concreto del partido, lo que en ningún caso ocurre en el supuesto enjuiciado. 

4. Juzgados.-

J) Aragón.-

Por su singularidad, no puede dejar de destacarse la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 1 de Zaragoza de 22 de julio de 2009. En ella el Magistrado se pronuncia sobre el Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Villamayor de Gállego de 4 de abril de 2008, por el que se aprobó el inicio del proceso de incorporación de este Municipio al de Zaragoza, y lo hace en sentido estimatorio del recurso, declarando la nulidad de pleno derecho del acto recurrido. La argumentación desarrollada para llegar a este fallo resulta sin duda original, pues supone una interpretación ciertamente atípica del concepto y el alcance de la legislación básica estatal. 

En efecto, el recurrente –Concejal de la Corporación que votó en su momento en contra del Acuerdo– consideraba que la adopción del mismo por mayoría absoluta de los miembros del Pleno vulnera la exigencia de mayoría cualificada derivada de los arts. 13.1 y 126.3 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón y 15.1.a) del Decreto 346/2002, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Territorio y Población de las Entidades Locales de Aragón 
. Por el contrario, el Ayuntamiento demandado, así como las Administraciones codemandadas –Ayuntamiento de Zaragoza y Gobierno de Aragón–, entendían que la redacción dada al art. 47.2.a LBRL por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local (“se requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de las Corporaciones para la adopción de acuerdos en las siguientes materias: creación y supresión de Municipios y alteración de términos municipales…”) desplazaba, por su carácter básico, a la normativa de desarrollo autonómico, rechazando así la causa de nulidad alegada por el recurrente. El Magistrado se alinea con el planteamiento formulado por este último, considerando que el tenor literal del art. 75.1 del Estatuto de Autonomía de Aragón 
 otorga a la Comunidad Autónoma competencia exclusiva en materia de régimen local. Y ésta sería, sumada a las reconocidas también con carácter exclusivo en los apartados 6 y 11 del mismo precepto (organización territorial y ordenación del territorio) la que habrían ejercido las Cortes y el Gobierno de Aragón al aprobar la Ley de Administración Local de la Comunidad Autónoma y el Reglamento de Territorio y Población de las Entidades Locales de Aragón. No son, pues, estas normas, a su juicio, consecuencia del ejercicio de competencias de desarrollo legislativo de normativa básica, sino del puro ejercicio de competencias exclusivas “excluidas” de la definición de la competencia básica estatal, lo que determinaría la aplicación de los textos autonómicos y su exigencia de mayoría reforzada para adoptar el Acuerdo plenario objeto de recurso. Toda esta argumentación lleva a concluir en la nulidad de pleno derecho del mismo por prescindir de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados (art. 62.1.e Ley 30/1992). 

Parece obviarse en este caso una cuestión fundamental: la LBRL es una Ley básica dictada en ejercicio de la competencia para aprobar las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas otorgada al Estado por el art. 149.1.18 de la Constitución. Y como tal, actúa como límite a las competencias legislativas que, en materia de régimen local, hayan asumido estatutariamente las Comunidades Autónomas. Por eso, cuando el legislativo autonómico aprueba normas sobre régimen local en ejercicio de las mismas, nunca puede obviar el contenido de lo básico. Menos aún cuando el propio Estatuto de Autonomía de Aragón señala como competencia compartida “el desarrollo de las bases del Estado previstas en el art. 149.1.18 de la Constitución para las Administraciones Públicas aragonesas, incluidas las Entidades Locales” (art. 75.11), siendo éste, y no los señalados en la Sentencia, el precepto a atender para deducir el verdadero alcance de las atribuciones autonómicas en la materia. 

M) Navarra.-

Por su parte, la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 3 de Pamplona de 20 de mayo de 2009 recuerda la supletoriedad del ROF respecto a las Leyes autonómicas de régimen local. Y es este carácter supletorio es el que determina la inaplicabilidad de su art. 88.2 –que permite la instalación de sistemas megafónicos o circuitos cerrados de TV para ampliar la difusión del desarrollo de las sesiones plenarias y que, según ha sido interpretado por el TS, sienta el criterio de que la autorización o prohibición de introducir medios de grabación privados en el Pleno es una facultad incardinada en el régimen interno del funcionamiento del Ayuntamiento y en las potestades de policía interna de las autoridades municipales, concretamente del Alcalde–, dado que la Ley Foral de Administración Local reconoce expresamente la facultad de los Concejales de las entidades locales de Navarra de realizar grabaciones sonoras de dichas sesiones con el sólo requisito previo de la dación de cuenta al respecto al Presidente de la Corporación. No se trata, pues, de una actividad sujeta a autorización previa porque así lo ha determinado la legislación autonómica. 
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� Estos preceptos establecen respectivamente que “la iniciación de los expedientes de alteración de términos municipales podrá efectuarse por acuerdo de todos los Ayuntamientos y Asambleas Vecinales interesadas adoptado con el voto favorable de las dos terceras partes del número de hecho y en todo caso de la mayoría absoluta legal de sus miembros (…)”, y que “se requerirá el voto favorable de las dos terceras partes del número de hecho y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación para la adopción de los acuerdos siguientes: la creación y supresión de municipios y alteración de términos municipales (…)”.


� “Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en las siguientes materias: en materia de régimen local, la determinación de las competencias de los Municipios y demás entes locales en las materias de competencias de la Comunidad Autónoma de Aragón; el régimen de los bienes locales y las modalidades de prestación de los servicios públicos locales, así como las relaciones para la cooperación y colaboración entre los entes locales y entre éstos y la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asimismo, incluye la determinación de los órganos de gobierno de los entes locales, creados por la Comunidad Autónoma y su régimen electoral”.
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